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LEY 
 

Para añadir un inciso (g) al Artículo 50 de la Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, según 
enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Administración de Corrección” a los 
fines de imponer a la Administración de Corrección la responsabilidad de localizar a todo 
miembro de la población correccional en la institución correccional más cercana a su 
núcleo familiar. 

 
EXPOSICION DE MOTIVOS 

La Sección 19 del Artículo VI de la Constitución de Puerto Rico dispone que “será 

política  pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico… reglamentar las instituciones 

penales para que sirvan a los propósitos en forma efectiva y propendan dentro de los recursos 

disponibles al tratamiento adecuado de los delincuentes para hacer posible su rehabilitación 

moral y social”. 

Cónsono con  este postulado constitucional se creó la Administración de Corrección de 

Puerto Rico, a fin de maximizar la probabilidad de rehabilitar al ofensor, viabilizando su 

integración a la familia y a la comunidad como ente productivo y cumplidor de la ley. 

Posteriormente, mediante el Plan de Reorganización Núm. 3 de 9 de diciembre de 1993, se crea 

el Departamento de Corrección y Rehabilitación para implantar la política pública del gobierno 

en materia de la rehabilitación del confinado, en forma integral y coordinada, tanto en el nivel 

institucional como en la comunidad. 
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Así las cosas, la Ley Núm. 116 de 22 de julio de 1974, según enmendada, conocida como 

“Ley Orgánica de la Administración de Corrección”, en adelante la Administración, establece en 

su Artículo 5, inciso (b), que dicha agencia tiene la responsabilidad de organizar los servicios de 

corrección con el propósito de que la rehabilitación tenga la más alta prioridad entre los objetivos 

del Gobierno de Puerto Rico. 

Para alcanzar este objetivo, según continua exponiendo el propio Artículo 5, antes citado, 

la Administración debe proliferar y desarrollar un tratamiento que ayude al miembro de la 

población correccional a retornar a la libre comunidad dentro del plazo más breve, y utilizar el 

método de rehabilitar en la comunidad en su mayor dimensión posible. 

Por otra parte la Ley Núm. 377 de 16 de septiembre de 2004, adoptó como política 

pública, lo consignado como aspiración en la Constitución de Puerto Rico, y a esos efectos 

declaró en su Artículo 3 que la filosofía, la política correccional y los recursos del Gobierno de 

Puerto Rico tienen que asignarse y utilizarse para lograr la rehabilitación moral y social de los 

confinados, a fin de que el sistema correccional cumpla con el mandato constitucional 

establecido mediante la propia Ley Núm. 377, supra. 

Cabe señalar que en el inciso (b) del Artículo 3 de la Ley Núm. 377, supra, se dispuso 

como requisito esencial y necesario para lograr la rehabilitación, entre otros, la integración y 

participación activa de la población correccional y sus familiares en el diseño, implantación y 

evaluación periódica de los sistemas de clasificación y de los programas de rehabilitación. 

Como es de conocimiento, la integración y participación activa del núcleo familiar del 

confinado es un objetivo esencial dentro del proceso de rehabilitación. Dada la importancia de la 

participación de la familia dentro de este entorno, las instituciones correccionales nunca deben 

servir de distanciamiento entre el confinado y su respectivo núcleo familiar. Por el contrario, 

debe ser un facilitador  para el desarrollo de estas relaciones familiares. 

Este principio de la importancia del entorno familiar fue recogido en la propia ley 

habilitadora, Ley Núm. 116, supra, cuando en el Artículo 6, inciso (d) dispuso que el 

Administrador de Corrección, entre otras, tiene la responsabilidad de crear un plan organizativo 

mediante el diseño de programas o normas cuyo punto de referencia sea el proceso rehabilitativo 

adecuado, para asegurar una mejor calidad de vida al miembro de la población correccional. 

Ante la importancia de la incorporación del entorno familiar dentro del proceso de 

rehabilitación, y siendo esencial este principio para facilitar el retorno del confinado a la libre 
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comunidad como un ciudadano útil y responsable, esta Asamblea Legislativa entiende necesario 

y conveniente, que de acuerdo a las necesidades y circunstancias particulares, la Administración 

de Corrección tendrá la responsabilidad de enviar a cada confinado a la institución correccional 

más cercana a la localización geográfica en que se encuentre su núcleo familiar. 

Esta iniciativa legislativa, constituye una gestión afirmativa del mandato constitucional 

de la rehabilitación y de lo ordenado mediante la Ley Núm. 116, supra, en su Artículo 50, inciso 

(c) al imponer al Administrador entre otras cosas permitir al miembro de la población 

correccional, todo tipo de comunicación que, en forma compatible con su seguridad, propenda a 

asegurar su bienestar especialmente en lo que concierne a mantener los vínculos familiares. 

 
DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1- Se añade un inciso (g) al Artículo 50 d ela Ley Núm. 116 de 20 de julio de 

1974, según enmendada, para que lea como sigue:  

“Artículo 50 –  

El Administrador velará por el fiel cumplimiento de las siguientes normas, en adición 

a las normas, reglas y reglamentos que promulgue: 

(a)… 

(b)… 

(c)… 

(d)… 

(e)… 

(f)… 

(g) Todo miembro de la población correccional será envíado a la institución 

correccional más cercana a la localidad geográfica en que se encuentre su núcleo 

familiar. Para cumplir con este propósito, la Administración de Corrección adoptará 
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la reglamentación pertinente, dentro de un término de seis (6) meses a partir de la 

aprobación de esta Ley. 

1 

2 

3 Artículo 2. – Esta Ley entrará en vigencia seis (6) meses después de su aprobación. 


